



BOLETIN No 1.570-10.



INFORME   DE   LA   COMISION   DE RELACIONES EXTERIORES  recaído en el proyecto  de acuerdo,  en primer  trámite  constitucional, sobre    aprobación    de la "Convención Interamericana para el  Cumplimiento de   Condenas Penales   en   el   Extranjero", adoptada por  la  O.E.A.,  en Managua, en 1.993.

	

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de  Relaciones Exteriores  tiene  el alto  honor  de  informaros respecto del proyecto de acuerdo -en primer trámite constitucional,  e iniciado en  mensaje  de  Su Excelencia  el  señor  Presidente  de  la  República-individualizado en el rubro.



NOTA.   Conforme  a  lo  preceptuado  en  el  articulo 127  del  Reglamento  de  la Corporación, vuestra Comisión, unánimemente, acordó proponer al Excelentísimo señor Presidente que el asunto -atendida su naturaleza- se discuta, en la Sala, en general y particular, a la vez.



Expresa Su Excelencia el señor Presidente de la República en el mensaje con el que dio  inicio  a  la  tramitación  legislativa  del proyecto de acuerdo en informe, textualmente, que:



"En  la  mayor  parte  de  los Estados  se  presenta  la situación  de  que  los Tribunales   condenan   a   penas   privativas   o restrictivas de libertad a personas que no tienen su nacionalidad, pero que han delinquido en dicho lugar, es decir, bajo la jurisdicción de un Estado que no es el suyo, debiendo cumplir las respectivas penas en territorio extranjero.



En  nuestro  país  se  presentan permanentemente casos  de  esta  índole,  que  se plantean a las autoridades gubernamentales por los familiares de reos que están cumpliendo condenas en otros países, los que, al mismo tiempo, solicitan que   el   Estado se haga   Parte   en   Acuerdos Internacionales  que facultan a  los  nacionales  de diversos países para cumplir las penas a que han sido condenados, en sus lugares de origen.



El  sentido  de  esta  Convención ciertamente  no  es de tratar  de  eludir  las responsabilidades  en  que  los  condenados  hayan incurrido o de aminorar las sanciones penales que les  hayan  sido  impuestas  en  los  países  donde cometieron delitos, sino simplemente una forma de ayudar  a  nacionales  en  situaciones  difíciles, permitiéndoles a lo menos cumplir con su castigo en su propio país.   Por otra parte, medidas de esta especie  van  en  beneficio directo  de  personas inocentes  que  sufren  las  consecuencias  de  actos ajenos, como es el caso de los familiares de los condenados, quienes se ven privados del derecho de tener alguna clase de contacto con ellos.



Además, cabe hacer presente que las  medidas  y beneficios  que  contempla  esta Convención  se  encuadran  en  la  política  de  mi Gobierno, que tiende preferentemente al respeto de la  dignidad  de  la  persona  humana  en  todas  las situaciones  en  que pueda  encontrarse.   Por  otra parte, de esta forma se intensifica la cooperación entre  todos  los Estados  en  una  materia  que igualmente  constituye  uno  de  los  fundamentos  de nuestra política exterior.



Como se trata de una situación que  afecta  en  gran medida  a  los  Estados  que integran  la  Comunidad  Internacional,  ha  sido regulada  mediante Acuerdos  Multilaterales,  entre los  cuales  cabe  citar  la  Convención  sobre  la Transferencia de Personas Condenadas, suscrita en Estrasburgo  en  1.983,  el  Acuerdo  Modelo  sobre Traslado  de Reclusos  Extranjeros,  adoptado  por Resolución 40/32, de 29 de Noviembre de 1.985, de la Asamblea General de las Naciones Unidas y la que se  analiza  en  este  Mensaje,  la  cual  ha  sido realizada  en el  ámbito  de  la  Región  Americana, dando   cumplimiento   a   uno   de   los   objetivos esenciales  de la  Organización  de  los  Estados Americanos.".



-----------------



El   instrumento   internacional sobre  el  cual  recae  el proyecto  de  acuerdo  en informe  consta  de  un  preámbulo  y  de  diecinueve articulas, los  contenidos de todos los  cuales os transcribiremos   o   reseñaremos,   someramente,   a continuación Vuestra Comisión, como se ha dicho, acordó  transcribir  en  el  cuerpo  de  este  informe aquellas  normas  cuyo contenido  jurídico  podría resultar menoscabado, en caso de resumirlas.





Preámbulo.



En él, los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos expresan, ad litteram,  que  han  adoptado  la  Convención  en análisis,

	

"Considerando  que  uno  de  los propósitos  esenciales de  la  Organización  de  los Estados Americanos, de conformidad con el Articulo 2, literal e de la Carta de la OEA, es "procurar la solución de los  problemas  políticos,  jurídicos  y económicos que se susciten entre ellos";



Animados   por   el   deseo   de cooperar para asegurar una mejor administración de justicia  mediante  la  rehabilitación  social  de  la persona sentenciada; Persuadidos  de  que  para  el cumplimiento de estos objetivos es conveniente que a  la  persona sentenciada  se  le  pueda  dar  la oportunidad de cumplir su condena en el país del cual es nacional; y



Convencidos de que la manera de obtener estos resultados es mediante el traslado de la persona sentenciada,".





ARTICULO I – DEFINICIONES.



Determina  el  real  sentido  y alcance que ha de dársele a las expresiones "Estado sentenciador",  "Estado  receptor”,  "Sentencia"  y "persona sentenciada", que se emplean en el cuerpo de la Convención.



Al respecto, dispone que:



Estado sentenciador:  significa el   Estado   Parte desde el   cual   la   persona sentenciada deba ser trasladada.



Estado receptor:   significa el Estado Parte al cual la persona sentenciada deba ser trasladada.



Sentencia:   significa la decisión judicial definitiva en la que se impone a una persona, como pena por la comisión de un delito, la privación de libertad o restricción de la misma, en un  régimen  de  libertad  vigilada,  condena  de ejecución condicional u otras formas de supervisión sin detención.   Se entiende que una sentencia es definitiva cuando no esté pendiente recurso legal ordinario contra ella en el Estado sentenciador, y que  el  término  previsto  para dicho  recurso  haya vencido.



Persona sentenciada:  significa la  persona  que  en  el territorio  de  uno  de  los Estados Partes, vaya a cumplir o esté cumpliendo una sentencia.





ARTICULO II – PRINCIPIOS GENERALES.



Establece  que  de  acuerdo  con las   normas   del instrumento   internacional   en estudio, las sentencias que se impongan en uno de los Estados Partes, a nacionales de otro,  pueden ser cumplidas en el Estado de éstos; para lo cual dichos  Estados  Partes adoptan  el  compromiso  de otorgarse  la  más  amplia  colaboración,  en  lo  que dice relación con el traslado de los sentenciados.







ARTICULO III - CONDICIONES PARA LA APLICACIÓN DE LA CONVENCION.





Prescribe que la Convención en comento será aplicable solamente si se cumplen las siguientes condiciones:



"1. Que exista  sentencia  firme y definitiva como ha sido definida en el Artículo I, ordinal 3, de la presente Convención.



2.  Que la persona sentenciada otorgue expresamente su consentimiento al traslado, habiendo   sido   informada   previamente   de   las consecuencias legales del mismo.



3.  Que el hecho por el que la persona  haya  sido condenada  configure  también delito en el Estado receptor.  A tal efecto, no se tendrán en cuenta las diferencias de denominación o las que no afecten la naturaleza del delito.



4.  Que la persona  sentenciada sea nacional del Estado receptor.



5.  Que la condena a cumplirse no sea pena de muerte.



6.  Que el tiempo de la condena por cumplirse al momento de hacerse la solicitud sea de por lo menos seis meses.



7.  Que  la  aplicación  de  la sentencia no sea contraria al ordenamiento jurídico interno del Estado receptor.".





ARTICULO IV – SUMINISTRO DE INFORMACION.



Impone a los Estados Partes la obligación de informar sobre lo que la Convención dispone   a   todo   sentenciado   que   estuviere comprendido en sus normas .



Añade   el   artículo   que   los referidos Estados deberán informar al sentenciado respecto del trámite de su traslado.



ARTICULO V – PROCEDIMIENTO PARA EL TRASLADO.



Preceptúa, a la letra, que:



"El  traslado  de  la  persona sentenciada, de un Estado a otro, se sujetará al procedimiento siguiente:



1.  El trámite podrá ser promovido por  el Estado sentenciador  o por  el Estado receptor.    En  ambos  casos  se  requiere  que  la persona  sentenciada haya  expresado  su  consentimiento o, en su caso, formulado la petición.



2.  La solicitud de traslado se gestionará  por intermedio de  las  Autoridades Centrales indicadas conforme al Artículo XI de la presente Convención o, en su defecto, por la vía diplomática  o  consular.  De  conformidad  con  su derecho interno, cada Estado parte informará a las autoridades que considere necesario, del contenido de  la  presente  Convención. Asimismo,  procurará crear mecanismos de cooperación entre la autoridad central   y   las   demás autoridades   que   deban intervenir   en   el   traslado   de   la   persona sentenciada.



3.  Si  la  sentencia   hubiere sido  dictada  por  un estado  o  provincia  con jurisdicción  penal  independientes  del  gobierno federal, se requerirá para la aplicación de este procedimiento  de  traslado  la  aprobación  de  las autoridades del respectivo estado o Provincia.

4.  En la solicitud de traslado se deberá suministrar la información pertinente que acredite   el   cumplimiento   de   las   condiciones establecidas en el Artículo III.



5.  Antes   de   efectuarse   el traslado,  el Estado sentenciador  permitirá  al Estado receptor verificar, si lo desea y mediante un funcionario designado por éste, que la persona sentenciada haya dado su consentimiento con pleno conocimiento de  las  consecuencias  legales  del mismo.



6.  Al   tomar   la   decisión relativa  al  traslado  de una persona sentenciada, los Estados Partes podrán considerar, entre otros factores,  la  posibilidad  de contribuir  a  su rehabilitación social; la gravedad del delito; en su  caso,  sus  antecedentes  penales;  su estado  de salud;  y  los  vínculos  familiares,  sociales  o  de otra índole que tuviere en el Estado sentenciador y en el Estado receptor.



7.  El    Estado    sentenciador suministrará  al  Estado receptor  copia   autentificada  de  la  sentencia,  incluyendo  información sobre  el  tiempo  ya  cumplido por  la  persona sentenciada y al que pueda computársele por motivos tales  como:   trabajo,  buena conducta  o  prisión preventiva.   El  Estado  receptor  podrá  solicitar cualquier   información  adicional que   considere pertinente.



8.  La  entrega  de  la  persona sentenciada  por el Estado  sentenciador al Estado receptor se efectuará en el lugar en que convengan las autoridades centrales.  El Estado receptor será responsable   de   la   custodia   de   la   persona sentenciada  desde el  momento  en  que  le  fuere entregada.



9.  Todos los gastos relacionados con el traslado de la persona sentenciada hasta la  entrega  para  su  custodia  al  Estado  receptor serán por cuenta del Estado sentenciador.



10. El  Estado   receptor  será responsable de todos los gastos ocasionados por el traslado de la persona sentenciada desde el momento en que ésta quede bajo su custodia.".





ARTICULO VI – NEGATIVA AL TRASLADO.



Regula la situación que se produce cuando un Estado Parte no acepte el traslado de un sentenciado.  En tal caso, deberá comunicar esto, de inmediato, al Estado que lo haya pedido, "explicando el motivo de su negativa, cuando esto sea posible y conveniente".



ARTICULO VII – DERECHOS DE LA PERSONA SENTENCIADA TRASLADADA Y FORMAS DE CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA.





Preceptúa  que  el  sentenciado que  haya  sido trasladado  en  aplicación  de  las normas de la Convención en análisis, no puede ser detenida  ni enjuiciada  ni  condenada  nuevamente, ahora  en  el  Estado  receptor,  por  el  delito  que motivó su primera sentencia.  Es decir, se consagra el principio de "non bis in ídem".



Añade la norma que la condena del trasladado se cumplirá en la forma establecida por la legislación del Estado receptor, incluso en lo relativo a reducción o cumplimiento alternativo de condenas.  Lo anterior, salvo lo previsto en el artículo VIII que se analizará en su oportunidad. Sin embargo, el Estado receptor no podrá prolongar la condena impuesta primitivamente.



Concluye  el  articulo   consagrando la facultad del Estado sentenciador de pedir -mediante las Autoridades Centrales, previstas en el  articulo  XI- informes sobre  cómo  se  está cumpliendo la sentencia en el Estado receptor.



ARTICULO VIII – REVISION DE LA SENTENCIA Y EFECTOS EN EL ESTADO RECEPTOR.



Resuelve, literalmente, que:

“El Estado sentenciador conservará su plena jurisdicción para la revisión de las sentencias dictadas por sus tribunales.  Asimismo, conservará   la facultad   de   conceder   indulto, amnistía  o  gracia  a  la persona  sentenciada.   El Estado   receptor, al recibir   notificación   de cualquier decisión al respecto, deberá adoptar de inmediato las medidas correspondientes.".



ARTICULO IX – APLICACION DE LA CONVENCION EN CASOS ESPECIALES.





Prevé la posibilidad de aplicar la Convención de que se trata a aquellos sujetos menores  de  edad  sometidos  a  vigilancia  u  otras medidas.    En  tal  caso, para  el  traslado,  será necesaria  la  anuencia  de  quien  esté  legalmente facultado para darla.



Asimismo,  por  acuerdo  de  las Partes  y  en  relación con  el  tratamiento  en  el Estado receptor, la Convención "podrá aplicarse a personas  a  las  cuales  la autoridad  competente hubiere  declarado  inimputables“.   Las  Partes,  de acuerdo  a  su  normativa interna,  acordarán  el tratamiento  que  habrá  de  darse  a  las  personas trasladadas.  También en este caso, tendrá que obtenerse -para el traslado- el consentimiento de la persona legalmente facultada para darlo.





ARTICULO X - TRANSITO.



Reglamenta el caso en que un sentenciado, para ser trasladado, deba atravesar el territorio de un tercer Estado Parte.  En esta eventualidad, deberá notificársele, mandándole la resolución correspondiente, lo que deberá hacer el Estado bajo cuya custodia se haga tal traslado.  El Estado Parte de tránsito podrá otorgar o negar el permiso para que el condenado atraviese su territorio.

Pese a lo anterior, no será necesario el consentimiento del Estado de tránsito cuando el transporte se haga por vía aérea, y no esté prevista ninguna escala regular al sobrevolar su territorio.





ARTICULO XI – AUTORIDAD CENTRAL.



Ordena a los Estados Partes notificar a la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos respecto de la designación de la "Autoridad Central" encargada de cumplir las funciones que prevé la Convención.  Tal notificación deberá efectuarse al firmar, ratificar o adherirse a la Convención en comento.



Por su parte, la referida Secretaría General distribuirá a los Estados Partes una lista con las designaciones que le hayan sido comunicadas.





ARTICULO XII – ALCANCE DE LA CONVENCION.



Al pie de la letra, dice:



"Nada  de  lo  estipulado  en  la presente  Convención se  interpretará  en  sentido restrictivo   de   otros   tratados   bilaterales   o multilaterales u otros acuerdos suscritos entre las Partes.".





CLAUSULAS FINALES.



 ARTICULO XIII.



Asienta que la Convención prae mánibus  está  abierta a la  firma  de  todos  los Estados que pertenezcan a la OEA.





ARTICULO XIV.



Establece que la Convención en análisis está sujeta a ratificación.   Los pertinentes  instrumentos  habrán  de  depositarse  en  la Secretaría  General  de  la Organización  de  Estados Americanos.





ARTICULO XV.



Permite   a   cualquier   Estado adherirse  a  la Convención,  caso  en  el  cual  los respectivos  instrumentos  también  habrán  de  ser depositados en la Secretaría General de la OEA.





ARTICULO XVI.



Autoriza  a  los  Estados  que aprueben,  firmen, ratifiquen  o  se  adhieran  a  la Convención  para  formular  reservas  a  ella.    No obstante,  tales reservas  están  sujetas  a  la condición de no ser incompatibles con sus objetos y propósitos  y  de recaer  sobre  una  o  más  normas específicas.





ARTICULO XVII.



Se  refiere  a  la  vigencia  del instrumento internacional en análisis.



Al  respecto,  dispone  que  tal vigencia se iniciará -para aquellos Estados que lo ratifiquen- el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación.



Para   aquellos   Estados   que ratifiquen la Convención o se adhieran a ella luego de  que  haya  entrado  en  vigor,  ella  iniciará  su vigencia en el día treinta, contado desde la fecha en  que  los  referidos  Estados  hayan  efectuado  el depósito del pertinente instrumento de ratificación o adhesión.





ARTICULO XVIII.



Determina que la duración de la Convención será indefinida.

No obstante, cualquiera de los Estados   Partes   podrá, en   cualquier   tiempo, denunciarla, mediante notificación a la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos, manifestación de voluntad que surtirá sus efectos, para él, transcurrido que sea un año, contado desde la fecha de tal denuncia.



Pese a lo anterior, las normas de  la  convención continuarán  aplicándose,  por  el Estado  denunciante,  a  aquellos  condenados  que hubieren  sido transferidos,  hasta que  cumplan la respectiva condena.



Salvo  que  se  acuerde  de  otro modo,  las  solicitudes de  traslado  que  están pendientes  al  momento  de  la  denuncia,  serán completadas hasta su total ejecución.



ARTICULO XIX.



Esta última norma establece que el  original  de  la Convención  -en  sus  textos castellano,  francés,  inglés  y  portugués,  todos igualmente  auténticos-, será  depositado  en  la Secretaría  General  de  la  Organización  de Estados Americanos.   Añade la norma que dicha Secretaría General "enviará copia auténtica de su texto, para su registro y publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.  La Secretaría General   de   la   Organización   de   los   Estados Americanos  notificará  a  los Estados  Miembros  de dicha  Organización  y a  los Estados  que se  hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de   instrumentos   de   ratificación,   adhesión   y denuncia, así como las reservas que hubiese".



---------------



Luego de estudiar detenidamente todas  y  cada  una de las  normas  del  instrumento internacional  sobre  el  que  recae  el  proyecto  de acuerdo en informe -y estimando que su normativa constituye un estatuto jurídico eficaz para cumplir el   propósito humanitario de   que   extranjeros condenados en Chile puedan cumplir sus condenas en su  país,  y  que  igual cosa ocurra  con  nuestros nacionales sancionados fuera de nuestras fronteras-vuestra Comisión acogió el proyecto de acuerdo que tuvisteis  a  bien  encomendar  a  su  estudio,  en general y particular.



En  consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el alto honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros, que aprobéis el siguiente





PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo Unico.–  Apruébase la "Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero", adoptada por la Organización de los Estados Americanos, en Managua, el 9 de Junio de 1.993.".



--------------



Acordado  en sesión del día  de ayer,  con  asistencia de  los Honorables  Senadores señores Beltrán Urenda Zegers (Presidente), Arturo Alessandri  Besa, Sergio  Bitar  Chacra,  Ronald  Mc Intyre Mendoza y Sergio Páez Verdugo.



Sala  de  la  Comisión,  a  6  de Septiembre de 1.995.















Carlos Hoffmann Contreras

Secretario











RESEÑA.







I.  BOLETIN Nº:  1.570-10.



II.  MATERIA:    Proyecto  de  acuerdo  sobre  la aprobación  de  la  "Convención  Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero".



III.  ORIGEN:  Mensaje.



IV.  TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Primer trámite.



V.  APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS:



VI.  INICIO TRAMITACION EN EL SENADO:  19 de Abril de 1.995.



TRAMITE REGLAMENTARIO:  Primer informe.



VIII. URGENCIA:  No tiene.



IX.  LEYES Que SE MODIFICAN 0 QUE SE  RELACIONAN CON LA MATERIA:



X.  ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:   Artículo único en el que se propone la aprobación de la Convención.



XI.   PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR  LA  COMISION:    Dar  a  las personas, sentenciadas   en   un   Estado   Parte,   la oportunidad de cumplir su condena en el país del cual son nacionales.



XII.  NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No hay.



XIII. ACUERDOS:  Aprobado por unanimidad (5-0).





Valparaíso, 6 de Septiembre de 1.995.









Carlos Hoffmann Contreras

Secretario.




